
Prólogo

Una de las principales tareas del Ob-
servatorio de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (DESC) consiste 
en analizar los avances y retrocesos 
de estos derechos. Estudiamos a fon-
do las reformas legislativas, regresivas 
o garantistas, y las políticas públicas 
que desarrollan los DESC. Asimismo, 
denunciamos las vulneraciones de 
derechos sociales ante los poderes 
públicos, por medio de la incidencia 
política ante distintos niveles de go-
bierno como a través de los tribuna-
les. El litigio estratégico se configura 
así como una herramienta clave para 
hacer resonar las conculcaciones de 
derechos en la esfera internacional, 
ya sea en el sistema europeo de dere-
chos humanos o en el sistema de Na-
ciones Unidas.

Todas estas ramificaciones de la 
defensa de los DESC, y en particular 
la exigibilidad de los derechos socia-
les, parten de dos premisas básicas. 
En primer lugar, que nos encontramos 
ante derechos que han sido recono-

cidos a nivel internacional por el De-
recho Internacional de los Derechos 
Humanos (DIDH), y en particular por la 
Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 1948 y el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales de 1966. En segun-
do lugar, que podemos conectar las 
situaciones de injusticia diarias con 
las vulneraciones de estos derechos, 
dando lugar a la posibilidad de de-
nunciar su incumplimiento y exigir su 
protección. No olvidemos que los Es-
tados tienen la obligación de respetar, 
proteger, garantizar los derechos hu-
manos. De esta manera, la medida en 
que los Estados adoptan en sus cartas 
magnas y catálogos de derechos los 
principios del DIDH y los propios de-
rechos reconocidos en los tratados 
internacionales que han ratificado re-
sulta fundamental a la hora de exigir 
su garantía. A pesar de las dificulta-
des de justiciabilidad de los derechos 
sociales, resulta sensato deducir que 
aquellos Estados con un mayor reco-
nocimiento de los derechos sociales 
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en sus constituciones contarán con 
más predisposición para su respeto 
y cumplimiento. No obstante, ¿es esta 
hipótesis cierta? ¿hasta qué punto es 
relevante la inclusión de un amplio 
catálogo de derechos a nivel constitu-
cional a efectos de garantía? ¿Cuál es 
el rol de los tribunales en la protección 
de los mismos? El libro que presenta-
mos a continuación trata de respon-
der estas preguntas partiendo de dis-
tintas experiencias, de América Latina 
y África, que han elaborado sus cartas 
magnas los últimos 25 años. Desde los 
modelos económicos que estas cons-
tituciones propugnan, con diferencias 
abismales como es el caso de Colom-
bia, Túnez o Venezuela; hasta la exis-
tencia de mecanismos de defensa en 
los tribunales -recursos de amparo o 
acciones de tutela-, con experiencias 
contrapuestas en la experiencia del 
activismo judicial de la Corte Consti-
tucional de Colombia y la pasividad 
de los tribunales ecuatorianos en la 
defensa de los DESC; pasando por la 
incorporación en los textos constitu-

cionales de elementos determinan-
tes como la eficacia horizontal de los 
derechos, la cláusula abierta de re-
conocimiento de nuevos derechos, la 
categorización y jerarquización de los 
DESC o la aplicabilidad directa de los 
derechos.  

Junto con las mencionadas al inicio 
de este prólogo, otra vertiente impres-
cindible del trabajo del Observatorio 
DESC se centra en acompañar luchas 
sociales y participar en campañas 
que aspiren a la transformación social, 
a una conquista de más derechos. Sin 
duda, históricamente las movilizacio-
nes sociales han resultado centrales 
en la lucha por los derechos. La plas-
mación constitucional de dichas de-
mandas ha sido desigual en los distin-
tos textos constitucionales, en función 
del contexto y del tipo de procesos en 
marcha. Conocer cómo se ha dado 
la traslación de demandas sociales 
en reconocimiento de DESC en las 
constituciones era uno de los objeti-
vos del proyecto que da lugar a esta 
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publicación. Otro de los propósitos de 
este libro era conocer qué rol habían 
jugado los distintos sujetos y colec-
tivos en el debate constitucional. De 
este modo, algunos capítulos desgra-
nan los procesos constituyentes en el 
marco del nuevo constitucionalismo 
latinoamericano, como es el caso de 
Ecuador y Bolivia, o en el contexto de 
las primaveras árabes, con el ejemplo 
de Túnez. Resulta evidente que la co-
rrelación de fuerzas presente en las 
asambleas constituyentes decanta-
rá la presencia de ciertos derechos 
en el texto constitucional o no, con 
mayores o menores mecanismos de 
salvaguarda. Además, la mayor par-
te de nuevas constituciones son fruto 
de fuertes movilizaciones previas, de 
agotamiento final de un ciclo de go-
bierno o de propuestas de cambio es-
tructurales a nivel estatal. Impulsar un 
proceso constituyente que rehaga los 

vínculos entre poder constituido y po-
der constituyente, que habilite un nue-
vo contrato social, no resulta baladí. 
Por ello, es clave identificar los nuevos 
sujetos que incorporan las constitu-
ciones seleccionadas, ya que su pro-
tagonismo está fuertemente relacio-
nado con el tipo de reconocimiento de 
los DESC a nivel constitucional. Se hace 
especialmente patente, en el caso de 
las constituciones ecuatoriana y boli-
viana, el “reconocimiento integral de 
los derechos de los excluidos”, gene-
rando, en términos de Albert Noguera, 
una “reconfiguración del sujeto cons-
titucional”.  

Tras los capítulos que se detienen a 
analizar las distintas experiencias de 
constitucionalización de los derechos 
sociales, un último capítulo recoge al-
gunas de las conclusiones extraídas 
tanto de esta obra como de la con-

La voluntad de una mayor protección de 
los derechos sociales es compartida por 
una amplia capa de la sociedad”
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ferencia organizada en noviembre de 
2018 bajo el título “Constitucionaliza-
ción de los derechos sociales: balan-
ce internacional, perspectivas y pro-
puestas”. Además, reflexiona acerca 
del propio contexto europeo, español 
y catalán, en momentos de crisis de 
régimen y surgimiento de anhelos de 
procesos constituyentes a distintos ni-
veles. La voluntad de una mayor pro-
tección de los derechos sociales es 
compartida por una amplia capa de la 
sociedad, en un contexto de regresión 
social tras la crisis económico-finan-
ciera, y consecuencia de medidas de 
austeridad como respuesta a la mis-
ma. Sin embargo, en el estado espa-
ñol, la débil protección constitucional 
de los derechos económicos sociales 
y culturales -a excepción del derecho 
a la educación-, reconocidos como 
principios rectores de la economía y 
no como derechos fundamentales, di-
ficulta su exigibilidad. Los mecanismos 
de salvaguarda son asimismo prác-
ticamente inexistentes, sin la posibili-
dad de recurrir ante un juez en proce-
so preferente y sumario ni en recurso 
de ampara ante el Tribunal Constitu-
cional. En numerosas ocasiones, el Co-
mité DESC se ha pronunciado acerca 
de la necesidad de una modificación 

constitucional que de una vez por to-
das cumpla con los principios de in-
terdependencia e indivisibilidad de to-
dos los derechos humanos, esto es, de 
un igual reconocimiento y protección 
a todos los derechos, sin jerarquías ni 
categorizaciones. El recorrido por las 
experiencias más recientes de nuevas 
constituciones esperamos que sirva 
para arrojar luz a este debate y apor-
te elementos novedosos sobre los 
que reflexionar, si bien no haré mucho 
spoiler si adelanto que las conclusio-
nes abren nuevos interrogantes y pro-
mueven un balance ambivalente ante 
las preguntas planteadas. En cual-
quier caso, aprender de experiencias 
internacionales y explorar qué nuevos 
DESCA se reconocen (añadiendo la 
“a” de derechos ambientales, recogi-
dos en las constituciones de Ecuador 
y Bolivia), fruto de qué luchas sociales, 
y bajo qué mecanismos de salvaguar-
da judicial, deviene imprescindible 
para el avance en la defensa de estos 
derechos, caballo de batalla a día de 
hoy en nuestras sociedades.

Barcelona, Noviembre de 2018


